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Introducción
La Coalición de Organizaciones No Gubernamentales (ONGs) por la Infancia de la República Dominicana, es un espacio de articulación que agrupa 37 entidades de la sociedad civil que desarrollan acciones en materia de niñez y adolescencia, en el marco de la promoción, exigibilidad y monitoreo del cumplimiento de los Derechos en la República Dominicana. 

La Coalición presenta al Comité de los Derechos del Niño de la ONU, este Informe Alternativo en ocasión del segundo informe de período del Estado Dominicano  sobre las medidas adoptadas para dar cumplimiento a la Aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño.

Con este informe, deseamos  contribuir a ampliar la visión que pueda tener el Comité a través de una base de información suministrada por las entidades no gubernamentales que trabajan en pro del bienestar y desarrollo humano integral de las Niñas, Niños y Adolescentes en la República Dominicana. 

El documento, parte de un análisis del contexto socioeconómico del país en los últimos cuatro años, tomando como referencia el Censo Nacional de Población y Vivienda del año 2002. Aporta datos sobre la situación de los Niños, las Niñas y los Adolescentes en las áreas de salud, educación, medidas especiales, divulgación de la Convención, principios generales de la Convención, entre otros; tomando como fuente investigaciones realizadas a nivel nacional e internacional de organismos públicos, privados e intergubernamentales, así como encuestas realizadas a nivel nacional con la participación de los NNA. 

Este informe es el resultado de una amplia consulta a nivel nacional que incluyó la participación de más de setenta y cinco organizaciones de la sociedad civil que promueven el respeto a los derechos del Niño y la Niña, así como especialistas en el tema en las diferentes áreas, hasta Junio del 2005. El aporte colectado fue de opiniones, datos insumos e investigaciones, así como la formulación de las recomendaciones y propuestas  que en el mismo se plantean.

La Coalición de ONGs por la Infancia de la República Dominicana mediante estos resultados pretenden estimular al Estado Dominicano a tomar medidas más enérgicas para acelerar el cumplimiento de los derechos de la infancia, ante lo cual las organizaciones que componen la Coalición ofrecen su compromiso  a corto, mediano y largo plazo, sobre todo, aquellas encaminadas a garantizar educación, salud, participación y protección contribuyendo así al desarrollo integral de las niñas, los niños y los adolescentes del país conforme a las disposiciones de la Convención.

1. Contexto socioeconómico de la República Dominicana

El Censo sobre Población y Vivienda realizado en el año 2002
 reveló que la República Dominicana cuenta con una población de 8,562,541 habitantes de los cuales 3,743,102 (43.71%) tienen menos de un año de edad y no más de veinte, 1,891,700 (22.09%) es de sexo masculino y 1,851,402 (21.62%) es de sexo femenino. 

Según el Censo el 56 % de los hogares se encuentran en condiciones de pobreza y el 19% en condiciones de pobreza extrema; 2% de la población vive con menos de un dólar diario; 35% de la población dominicana no tiene acceso a servicios de agua potable, con marcadas diferencias entre las zonas urbanas y rurales, en estas últimas el 54 % de la población no tiene acceso a ese servicio
. 

Desde el comienzo del milenio hasta finales del año 2005, la República Dominicana mantiene una economía en crisis permanente, con una incidencia negativa en el desarrollo como nación, expresada en la disminución de calidad de vida de la ciudadanía compuesta por una buena proporción de población joven. Para el año 2003, la economía dominicana prácticamente se desplomó al decrecer casi un 3% después de una década de crecimiento sostenido, en la que el Producto Interno Bruto (PIB) creció a un ritmo promedio anual del 7.7%.
 

La crisis económica del país, desencadenada entre otros factores, por la quiebra de tres bancos comerciales de gran importancia en el país, se manifestó en el deterioro progresivo de los servicios básicos de salud, educación, higiene urbana, agua potable y del transporte público y durante los años 2003 y primera parte del 2004, las manifestaciones de descontento se expresaron como denuncias y paros, sobre todo en el sector salud, por falta de medicinas, materiales gastables y otras precariedades. Ante la pérdida de su capacidad de endeudamiento, las instituciones públicas responsables de los servicios de salud y educación, se vieron impotentes para resolver los problemas cotidianos que se les presentaban. 

El Informe Nacional de Desarrollo Humano 2005 del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, dice que la República Dominicana es el país de América Latina y el Caribe que más creció en los últimos 50 años, pero es el segundo en la región que menos aprovechó las riquezas creadas por su economía para mejorar el desarrollo humano. Según el informe, más de tres millones de dominicanos/as vivían en la pobreza extrema en 2003, mientras que 5,7 millones estaban bajo el límite de pobreza
.
El Índice de Desarrollo Humano de la República Dominicana en el año 2002, ocupaba el lugar número 94 de 175 países en el mundo, sin embargo, de acuerdo al PIB, per cápita, debería ocupar la posición 98, con lo que se visualice el desaprovechamiento de las oportunidades de crecimiento en nuestro país.

No obstante, reconocemos que el Estado ha avanzado en proporcionar servicios básicos a las niñas, los niños y adolescentes, pero la brecha aún es preocupante. La inequidad en la aplicación del gasto público, tiene impacto sobre el bienestar de los niños, las niñas y adolescentes en la profundización de sus desigualdades. Un aspecto que limita la evaluación del gasto público en la infancia es la forma en que se diseña y se asigna el gasto que afecta a los niños, niñas y adolescentes, ya que la información está dispersa y por lo tanto es difícil identificarlo con exactitud. En ocasiones los datos son incluso desconocidos al interior de las propias instancias

2. Medidas Generales

La legislación nacional ha sido modificada principalmente en la normativa, aunque falta crear las estructuras adecuadas para la aplicación de la ley. Por otro lado, la coordinación de todo el subsistema requiere de una organización como gran política pública que aún está en desarrollo. La vigilancia, el presupuesto y el cumplimiento de los compromisos internacionales, redondean este capítulo de medidas generales. 

2.1 Legislación

La Ley 136-03, que instituye el Código para el Sistema de Protección y los Derechos Fundamentales de los Niños, Niñas y Adolescentes, promulgada en fecha 7 del mes de agosto del año 2003 y entrada en vigencia el 17 de octubre del año 2004, constituye un instrumento legal de avanzada en el reconocimiento de los Derechos Humanos de los NNA. La misma derogó la Ley 14-94 del 22 de abril de 1994, que creó el Código para la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes.

Con la promulgación de esta ley, la República Dominicana se aproxima de manera más garantista a los principios y derechos consagrados en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño de 1989, para las personas menores de 18 años de edad. Podemos denominar este momento como la segunda etapa en el ámbito jurídico nacional en materia de niñez y adolescencia, en el proceso de cumplimiento del compromiso asumido por el Estado Dominicano al suscribir y ratificar la referida Convención.

El principal avance respecto a la Ley 14-94, lo constituye el enfoque dado a la normativa en la justicia penal de la persona adolescente. Según la nueva normativa, la justicia penal de la persona adolescente busca determinar tanto la comisión del acto infraccional como la responsabilidad penal de la persona adolescente por los hechos punibles violatorios a la ley penal vigente, garantizando el cumplimiento del debido proceso.

Bajo el nuevo sistema, el control de la  ejecución de las sanciones impuestas a las personas adolescentes recae sobre el/la juez/a de la ejecución. En este aspecto es preciso destacar las dificultades para el efectivo funcionamiento de estos tribunales, debido a que no se esta cumpliendo con las disposiciones del artículo 359 de la Ley 136-03, que establece La Dirección Nacional de Atención Integral de la Persona Adolescente en Conflicto con la Ley Penal, dependencia de la Procuraduría General de la República, cuyas funciones son las de coordinar con el Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia todos los programas y las acciones relativas a la ejecución de las sanciones penales impuestas a las personas adolescentes. Si bien existe en la actualidad una persona designada  por la Procuraduría General de la República en esa dirección, aún no se concretizan sus funciones en el marco de lo que establece la ley.

Otra dificultad en el renglón de la ejecución de la sanción lo constituye el hecho de que actualmente no están funcionando en el país centros privativos de libertad con las condiciones requeridas para que real y efectivamente los adolescentes privados de libertad puedan tener una atención integral, educación e inserción en la familia y en la sociedad. Este todavía es un objetivo a conseguir, constituyendo un verdadero desafío, debido principalmente a que se requiere un cambio de actitud en la concepción cultural hacia los NNA como objeto de derecho, hacia la de sujeto pleno de derecho.

La Ley 136-03 da competencia a los Tribunales de Niños, Niñas y Adolescentes para el conocimiento de las demandas en alimentos, designando uno por provincia y  que estarían regularmente ubicados en zonas urbanas. Quienes habitan en municipios o zonas rurales tienen que trasladarse al centro de la ciudad y disponer de tiempo y recursos para presentar la querella por manutención. Por lo regular son las mujeres pobres que denuncian la irresponsabilidad paterna. Esta situación viola el acceso a la justicia ya que las mujeres deben de incurrir en gastos de transporte y alimentación para el traslado, además de otros propios del proceso como la citación al demandado a través de alguacil. El trabajo que antes recaía en varios tribunales lo realiza uno solo, lo que provoca el cúmulo de demandas al dilatar las decisiones. 

En este sentido, el Congreso Nacional se encuentra apoderado de un anteproyecto de ley a los fines de modificar la Ley 136-03 en ese y en otros  aspectos relativos a las demandas en alimentos, pero el mismo no ha sido aprobado aún.

En otro orden, existe otro anteproyecto de ley en el Congreso Nacional para la modificación del Código Penal, el cual contempla retrocesos en cuanto logros alcanzados en materia de derechos humanos y graves violaciones a los Derechos de los NNA. Entre estas están: eliminación de la definición de violencia contra la mujer contenida en la Ley 24-97, tomada de la Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belem do Pará); considerable disminución del quantum de las penas a la  violencia doméstica y sexual, reduciendo a la categoría de correccional (delito no grave) a la mayoría de agravantes contenidas en la Ley 24-97; no-imputación penal o suspensión de la pena, al violador sexual que contrae matrimonio con la menor de edad víctima de una violación sexual y que resultare grávida y leve imputación penal con carácter correccional a quien sin ejercer violencia, ni constreñimiento, ni amenaza cometa un atentado sexual contra un niño, niña o adolescente. 

Varias organizaciones de la sociedad civil de todo el país reunidas en La Coalición de ONGs por una Legislación Moderna y Consensuada, entre otros sectores, han iniciado críticas, denuncias y propuestas al proyecto de ley. Algunas de las propuestas de la Coalición son: eliminar el artículo que propone “el atentado sexual” contra niños, niñas y adolescentes como un acto ejercido sin violencia, constreñimiento o amenaza. Consideramos que todo acto de naturaleza sexual contra una persona menor de edad es una invasión a su privacidad; por lo tanto, es un crimen mantener la actual sanción al incesto y  sancionar con quince años de reclusión el proxenetismo contra un niño, niña o adolescente. 

El Comité para la Eliminación de Todas Formas de Discriminación contra la Mujer (Comité CEDAW), ante la presentación del 5to. Informe de país en julio del 2004, observó su preocupación ante las propuestas legales mencionadas

 y solicitó al Estado reforzar su rol en el proceso de reforma de los Códigos Civil y Penal

Otro proceso de importancia es la elaboración de una reforma a la Constitución, a tal fin, se han llevado a cabo consultas con la población infantil quienes dieron sus opiniones sobre la necesidad de protección a la identidad y al nombre, a la seguridad social, a la educación gratuita y de calidad, a la salud, a la participación, propuesta para que se erradiquen las peores formas de trabajo infantil, entre otros derechos.

2.2 Coordinación
El Sistema Nacional de Protección de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes se establece a partir de la normativa especial y que comprende una serie de organismos que deben funcionar articulados, una condición que no siempre se logra en la República Dominicana.

La Ley 136-03 crea el Consejo Nacional Para la Niñez y la Adolescencia (CONANI), como una institución descentralizada del Estado dominicano, con personalidad jurídica y patrimonio propio. Esta nueva institución tiene como función la de formular, aprobar, evaluar, fiscalizar, coordinar y dar seguimiento a las políticas públicas en materia de niñez y adolescencia. 

Sobre la participación ciudadana, entendida para la ley como el conjunto de personas y entidades que contribuyen con el cumplimiento e implementación de la misma en el nivel local, la orienta a la vigilancia y exigibilidad de los derechos de niños, niñas y adolescentes, con algunas de las siguientes atribuciones: colaborar con los órganos del Sistema Nacional de la Niñez y la Adolescencia en la promoción, exigibilidad, protección y garantía de los derechos de la niñez y la adolescencia, en los niveles nacional y municipal; exigir la intervención de las instituciones públicas y privadas obligadas a garantizar los derechos de los niños, niñas y adolescentes, contra aquellos que incumplan con sus obligaciones; solicitar ante las salas capitulares de su respectivo municipio la toma de decisiones que favorezcan el ejercicio de los derechos de niñez y adolescencia. 

Esta articulación permanece en niveles teóricos en la actualidad, aunque se reconocen esfuerzos organizacionales, la voluntad política no es todavía suficiente para conmover las estructuras creadas por la Ley 136-03.

A pesar de que la ley en su artículo 431 dispone que la persona Presidenta Ejecutiva, es nombrada por el Poder Ejecutivo, con categoría de Secretario/a de Estado, sería conveniente que se escogiera mediante concurso de oposición; debido a que el referido artículo establece, que preferiblemente debe ser una persona de reconocida experiencia en materia de derechos de niñez y adolescencia; situación de transparencia que garantizaría una mejor función de esta institución. También esa transparencia se va a reflejar en las demás instancias que lo componen, tales como: el Directorio Nacional, Oficina Nacional, las Oficinas Regionales, los Directorios Municipales, las Oficinas Municipales y las Juntas Locales de Protección y Restitución de Derechos; además de lo necesario de que la práctica sea descentralizada para una mejor operatividad e integración de la ciudadanía.   

Otra debilidad del sistema rector es la falta de perspectiva de género, lo que trasciende a la atención directa y a la visión indirecta de los problemas de los niños y las niñas, que se abordan con un criterio único sin respetar las diferencias y por lo tanto, sin resolverlos. 

De acuerdo a las personas expertas en el tema de los/as NNA, entrevistadas para el Informe, el perfil del Organismo Rector, CONANI, aún requiere de mayor experticia, menos centralización de poder y mayores niveles de reconocimiento al trabajo de la sociedad civil organizada para la aplicación de las políticas de vinculación de esfuerzos para establecer redes descentralizadas que puedan implementar estas políticas. Existe la percepción de que a mayor cobertura de servicios y creación de programas, mayor protección a los Derechos de los NNA, lo que revela la ausencia de políticas para prevenir violaciones.  

2.3 Reunión de datos y vigilancia

De acuerdo con datos del Ministerio de Salud y de la Encuesta Demográfica y de Salud (Endesa) 2002 en la República Dominicana, las  cinco principales causas de morbilidad en los menores de un año son las infecciones respiratorias agudas, las enfermedades diarreicas agudas, la parasitosis,  la anemia y la dermatitis. Mientras que en los niños y niñas menores de 5 años son las infecciones respiratorias agudas, las enfermedades diarreicas agudas, el dengue y la desnutrición proteico- calórica. 
 

En cuanto a la mortalidad en estos grupos de edad, las principales causas son  enfermedades transmisibles y las causas externas.

Para el año 2005, el Informe Nacional de Desarrollo Humano de la República Dominicana, realizado por el programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD, citado anteriormente indica que nuestro país ocupa la posición 26 de 94 países en desarrollo y la posición 15 de 24 países de América Latina y el Caribe, lo que refleja un índice de pobreza humana a nivel internacional de un 13.7%, y a nivel nacional de un 12.8%, lo que es superior al promedio de esos 24 países, que es de un 11.3%. Se podría decir que en nuestro país el índice de pobreza alcanza niveles extremos y en algunos casos alarmantes.
 

Para la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación, FAO, en la República Dominicana la prevalencia de la subnutrición entre los años 1990 a 1997, fue de un 27% a un 26 % y entre los años 1997 al 2002, bajó a un 25%.
 

La FAO ha señalado que el problema de la desnutrición crónica infantil se ha agravado en los últimos años, la presente década refleja un aumento de la incidencia de la desnutrición crónica en 6.1% en el 2000, pudiendo alcanzar  niveles alarmantes hasta la cifra de 2,500 niñas /os desnutridos /as por año.

El Estado implementa programas de entrega de alimentos y capacitación a familias para promover su desarrollo integral. Para definir su efectividad convendría evaluar el impacto de resultados y cambios experimentados en las poblaciones beneficiarias.

2.4 Recursos presupuestarios y económicos destinados a la niñez.

En el país, existe una dificultad tradicional para encontrar datos presupuestarios asignados a las instancias estatales y/o diferentes programas de trabajo,  siendo frecuente la falta de respuesta en ese sentido cuando se consulta a las diferentes Secretarías y hasta a las oficinas más locales que dependen del Gobierno. Con esa dificultad presente, los datos revelados al respecto, extraídos de diferentes documentos formales y de otros informes, no son todo lo preciso que se desea.

Ya para el año 2001, El Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas, en su vigilancia del cumplimiento de los acuerdos de la Convención de los Derechos del Niño, manifiesta su preocupación. 

2.5 Divulgación de la Convención. 

El Estado dominicano ratificó la Convención sobre los Derechos del Niño  el 11 de junio del año 1991. El compromiso estatal de ajustar su ordenamiento interno a la Convención ha estado expresado    en    la    promulgación de la Ley 14-94 y en la     Ley 136-03. Sin embargo, la divulgación de la Convención no ha merecido la atención debida.

Para la elaboración del presente informe, parte de la metodología utilizada fue la realización de cuatro consultas regionales en todo el país con organizaciones de la sociedad civil que trabajan en el área de Derechos de NNA, así como consultas nacionales a NNA. De acuerdo a las instituciones participantes la divulgación de la Convención ha sido tímida y sectorizada.  Manifestaron, además, que el lenguaje de la Convención no era de fácil manejo para ellas /os, en tal sentido se sugirió divulgación masiva con lenguaje llano que pudiera llegar a personas de diferentes formaciones académicas. Esta campaña bien pudiera desarrollarse en coordinación con instituciones públicas y privadas.

Cabe señalar que el Estado no ha cumplido con el compromiso de la divulgación asumido, lo que ha conllevado a un desconocimiento de la población en general sobre la Convención y las sugerencias ofrecidas por el Comité sobre los Derechos del Niño.

El Poder Judicial desde la Escuela Nacional de la Magistratura y del Ministerio Público ha capacitado a jueces y juezas y al Ministerio Público sobre la Convención, pero las demás instancias estatales y la población en general no dominan a fondo sus contenidos ni las observaciones ofrecidas por el Comité. 

2.6 Recomendaciones 

1. Aumentar el presupuesto destinado a programas y políticas en los ámbitos económicos, sociales, educativos y culturales dirigidos a mejorar la condición de las personas menores de edad y disminuir la situación de pobreza que afecta gravemente a la gran mayoría de NNA en el país.

2. Diseño de programa de intervención en los centros de privación de libertad que incluya capacitación, salud, recreación, educación con la participación de las personas adolescentes.

3. Mejorar las condiciones de infraestructuras de los centros de privación de libertad existentes y las condiciones requeridas para una atención integral.

4. Aprobar de inmediato la propuesta existente en el Congreso con el fin de modificar la Ley 136-03 en lo referente a la competencia de los Juzgados de Paz para conocer la materia de alimentos.

5. Aumentar el número de personas trabajadoras sociales y sicólogas en los Tribunales de Niños, Niñas y Adolescentes para prestar mayor y rápida atención a los servicios, así como la capacitación de este personal y el reclutamiento con perfil adecuado.
6. Cumplir con la creación de los Directorios Municipales y las Juntas Locales de Protección y Restitución de Derechos, a través del escrutinio público en la selección de la sociedad civil conforme a lo establecido por el Art. 427 de la Ley 136-03.
7. Conformar el funcionamiento de CONANI a la ejecución de políticas públicas más que a la implementación de programas puntuales. Trascender la visión de prestación de servicios como órgano oficial rector de políticas públicas para las personas menores de edad. 

8. Crear un Plan de Transferencia y Adecuación de Programas y Entidades de Atención e inicio de modelos transferidos con enfoque de protección integral.
3. Definición de Niño y Niña.

3.1 Disposiciones Nacionales

La Convención sobre los Derechos del Niño  entiende por niño/a todo ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad.

La Ley No. 136-03, en el Principio II, define al niño, la niña y adolescente como toda persona desde su nacimiento hasta los doce años, inclusive; y adolescente, a toda persona desde los trece años hasta alcanzar la mayoría de edad, y el Principio III, dice que si existieren dudas acerca de sí una persona es niña, niño o adolescente, se le presumirá niño, niña o adolescente, hasta prueba en contrario, en los términos que establece esta ley.

La mayoría de edad para contraer matrimonio es de dieciocho años para el hombre y  quince para la mujer. Esta distinción, contemplada en el actual Código Civil, promueve desde la ley formal la función reproductora de la mujer como elemento cultural enraizado (Art. 144-2).

El Comité sobre los Derechos del Niño observó al país esta disposición al ser presentado el primer informe en el año 2001, pero la sugerencia no ha sido tomada en cuenta. Existe una propuesta de modificación al Código Civil elaborada por una comisión especial nombrada por decreto del Poder Ejecutivo que mantiene la diferencia de edad requerida para contraer matrimonio y la exigencia del padre o la madre para dar el permiso a cualquiera de las personas menores.

En cuanto a la autorización de matrimonio,  convendría disponer la consulta a los Tribunales de Niños, Niñas y Adolescentes, antes del matrimonio y si existe disputa entre el padre y la madre, sobre las consecuencias de contraer nupcias a temprana edad e investigar si el móvil de matrimonio es por conveniencias económicas o de movilidad social. Una alternativa podría ser que el Tribunal de Niños, Niñas y Adolescentes emita una opinión o decisión  a través de una consulta multidisciplinaria.

Por otro lado, en materia laboral, el Código de Trabajo de la República Dominicana, rige el trabajo de personas menores desde el art. 244 al 254. En estos se establece que las personas menores de edad disfrutan de los mismos derechos y deberes que aquellas adultas. El art. 245 prohíbe el trabajo de personas menores de catorce años, exceptuando aquél en beneficio del arte, la ciencia o la enseñanza, para la cual la Secretaría de Trabajo deberá emitir permiso. La jornada de trabajo para menores de dieciséis años no puede exceder de seis horas diarias (art.247). Entre otras disposiciones, se prohíbe el trabajo de mensajería para adolescentes del sexo femenino menores de dieciséis años.

La República. Dominicana, como estado parte de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), actualmente tiene en vigencia los siguientes convenios relativos al trabajo de las personas menores de edad: Convenio No 77, sobre el examen médico de menores de edad en la industria; Convenio No. 79, sobre el trabajo nocturno, no en la industria; Convenio No. 138, relativo a la edad mínima de admisión en el empleo y el Convenio No. 182, sobre la prohibición de las peores formas de trabajo infantil.

Desde la ley formal se requieren especificaciones de edad mínima para el ejercicio de derechos o privilegios a las personas menores de edad, sin embargo, la realidad dominicana muestra un alto índice de NNA víctimas de explotación laboral y sexual, en convivencia marital fuera de los alcances de la ley, así como adolescentes embarazadas y madres solteras.

3.2 Recomendaciones
1. Establecer la edad mínima de dieciocho años para contraer matrimonio, tanto a las personas del sexo femenino como del masculino.

2. Exigibilidad sobre el cumplimiento de los convenios firmados y/o ratificados.

4. Principios Generales

4.1 No discriminación.

Las niñas, niños y adolescentes dominicanas /os experimentan grave discriminación en razón de su condición de personas menores de edad. Las condiciones de pobreza que han sido expuestas precedentemente, así como las situaciones de explotación sexual comercial y laboral, sumado al alto índice de abuso físico, psicológico, sexual e incesto, según se aborda en los títulos referidos a los correspondientes temas de este informe dan muestra de ello. 

4.1.1 Discriminación basada en género.

Las niñas dominicanas experimentan discriminación basada en el sexo desde temprana edad, la socialización a la que son expuestas dista regularmente de convertirlas en seres humanos sujetas de derechos. La gran cantidad de niñas que son ofrecidas como empleadas domésticas en hogares de terceros /as así como el alto número de violaciones sexuales e incesto de que son víctimas, dan muestra de la afirmación.
 

De acuerdo a investigaciones realizadas por algunas ONGs,  el 24% de la generación de mujeres con edades entre 15 y 49 años ha sido víctima de agresiones físicas después de haber cumplido los 15 años. El riesgo de agresión puede alcanzar valores de hasta el 40% en el caso de las mujeres separadas o divorciadas y 33% entre las trabajadoras del servicio doméstico. Estas agresiones provienen básicamente del marido o ex marido (63%) y en menor medida de la madre (14%), del padre (10%) y de otro pariente (9%)
.

En cuanto a la percepción del hombre sobre la mujer, el 67% la población masculina con edad entre 15־34 años considera que no es aceptable que la mujer trabaje fuera si el marido puede aportar suficiente dinero, en comparación con 65.5% y 63.3% de hombres con edades entre de 35-44 y 45-59 años, respectivamente. El 13% de la población con edad entre 15-34 años opinó que se justifica pegarle a la esposa, respecto a un 8.5% y 6.9% con edades de 35-44 y 45-59 años, respectivamente. El 50.3% de la primera categoría de edad consideró que el hombre tiene derecho a sancionar la esposa si se niega a tener relaciones sexuales, las opiniones de las otras categorías de edades estuvieron entre el 44.6% y el 42.2% respectivamente.  

De acuerdo a ésta investigación es necesario  plantearse hacia el futuro inmediato acciones de desmonte del machismo en la población joven.

4.1.2 Niños y Niñas de haitianos/as y de ascendencia Haitiana.

La mayoría de las personas haitianas y dominicanas de ascendencia haitiana en la República Dominicana viven en condiciones de pobreza en zonas conocidas como bateyes, que consisten en asentamientos de trabajadores agrícolas, que se ubican en torno a las plantaciones de caña de azúcar
.  En esos lugares los servicios públicos básicos son escasos, y las carreteras están en mala condición lo cual, durante la temporada lluviosa puede llegar a impedir por varios días la comunicación entre los bateyes y  las ciudades
.
Un estudio de una ONG que promueve el desarrollo integral de NNA, sobre todo en zonas de peores condiciones de pobreza, levantó un diagnóstico en las comunidades de los Bateyes pertenecientes al Ingenio Barahona, ubicadas geográficamente en los territorios de  Barahona, Bahoruco e  Independencia en la parte Sur-Oeste del país.

De acuerdo al diagnóstico
, la población de los Bateyes esta formada por ciudadanos/as dominicanos/as y haitianos/as  de los cuales la mayoría son dominicanos/as de padres haitianos viviendo mas de 40 años en el país.  Los Bateyes tienen una población aproximada de 15 mil habitantes. 

Recursos naturales: Las poblaciones carecen de áreas verdes o parques de recreación adecuada para los NNA, los recursos del agua está en gran parte contaminado por los sistemas de letrinas. La infraestructura disponible es  frágil, las viviendas son precarias, las estructuras públicas solo son las escuelas y no en todas las comunidades, no se dispone de sistema de drenaje, ni sanitarios, lo que afecta de forma directa que los NNA disfruten de una vida saludable y plena.
En cuanto a la salud, el diagnóstico reveló que de los 19 bateyes del Ingenio Barahona solamente 3 tiene un pequeño establecimiento de salud, señalándonos la importancia de iniciar desde este establecimiento un programa de salud integral que cubre todas las familias de los bateyes.

En este mismo análisis revela que las Infecciones Respiratorias Agudas (IRA) y las Enfermedades Diarreicas Agudas (EDA) constituyen las causas principales de morbilidad y mortalidad infantil. La IRA presenta alta prevalencia en menores de 2 años 29%,  las enfermedades diarreicas  afectan principalmente a los niños entre 6 a 23 meses  con una tasa  de 24 por 1000 nacidos vivos y un promedio de 13.5 episodios por niño/año, 

La prevalencia de la tuberculosis  indica una tendencia creciente en la región  presentándose en los bateyes  con una tasa de 17 por mil.  La tuberculosis es sin duda es una de las patologías mas estrechamente relacionada con precarias condiciones de vida y sub-alimentación

El déficit nutricional que afecta a la mayoría de la población esta dejando seria secuela en el crecimiento y desarrollo de los niños/as e incidiendo en el numero de niños/as que nacen con peso por debajo de lo normal.  

La población de los bateyes tiene un alto porcentaje de analfabetismo y deserción escolar dando como resultado que el 28.5% de las mujeres en edad fértil no tienen ningún nivel de instrucción y el 66.5 tienen menos de cinco años de educación aprobado. Una de las causas de esta situación se la atribuimos a que la mayoría de las comunidades no tienen plantel escolar  utilizando para impartir docencia casitas en malas condiciones y sin bancas para acomodar a los estudiantes.

4.2 El interés superior del Niño el respeto a sus opiniones.

La ley No. 136-03 que crea el Código para el Sistema de Protección y los Derechos Fundamentales de Niños, Niñas y Adolescentes establece que el principio del interés superior del niño, niña o adolescente es el que debe tomarse en cuenta siempre en la interpretación y aplicación de la ley y es de obligatorio cumplimiento en todas las decisiones que les sean concernientes, aclarando que  busca contribuir con su desarrollo integral y asegurar el disfrute pleno y efectivo de sus derechos fundamentales. 
Introduce como novedad en el art. 282, respecto a las declaraciones informativas, que las personas menores de 18 años deban prestar en relación a causas penales, que dichas declaraciones  se pueden obtener mediante entrevistas a través de circuito cerrado de televisión o por medio de la cámara Gessel. Estas declaraciones, dispone el Código, tendrán lugar, exclusivamente por ante los Tribunales de Niños, Niñas y Adolescentes.  Actualmente no se dispone de esta tecnología para hacer dichas declaraciones y en ocasiones se realizan por ante Tribunales de Niños, Niñas y Adolescentes, mediante comisión rogatoria y en otras, los tribunales de derecho común toman en reiteradas veces las declaraciones de las personas menores de edad. Una práctica reiterada es la de declarar la inconstitucionalidad a través del control difuso, el referido artículo.

Esta disposición le quita potestad al Tribunal de NNA para escuchar las declaraciones y coexiste junto al art. 282 de la Ley 136-03. De hecho son muchos los NNA que son llevados ante los tribunales ordinarios a declarar como informantes o víctimas, lo que conlleva a su revictimización porque declaran ante el TNNA en la fase preparatoria y luego ante los tribunales ordinarios en la fase de juicio o de apelación, lo conlleva a desmeritar los aportes al proceso con sus declaraciones.

Es necesaria una revisión inmediata de ambos artículos conforme a la Convención de manera que no persista la contradicción y la revictimización a que son sometidos/as y, por consiguiente, violación a los principios del interés superior del niño.

La Ley 136-06 destaca el principio de Justicia Especializada, en función del interés superior del niño y la niña, el que debe prevalecer sobre el principio de inmediatez.  Sin embargo, estos principios aún no se aplican con energía, por un lado por la falta de capacitación del personal multidisciplinario en los tribunales del país, como psicólogas/os y trabajadoras / es sociales, no solamente en reconocimiento de la ley especial, sino también en la de sus propias especialidades que se mantienen con visiones tradicionales y reduccionistas, en la que los niños y niñas se consideran manipuladores/as y mentirosas/os. Por el otro lado, y en el caso específico de niñas /os victimas, el marco teórico del Derecho Penal Dominicano es absolutamente adultocéntrico y garantista de los derechos de la persona imputada y suele pasar por encima de los intereses del niño o niña querellante.

4.3 Recomendaciones

1. Desarrollar programas y políticas de ámbito educativo dirigidos a NNA que promuevan la igualdad entre los sexos, de manera que contribuyan a eliminar en el futuro inmediato los altos índices de violencia basada en género.

2. Revisar las disposiciones de los Arts. 282 de la Ley 136-03 y 327 del Código Procesal Penal con fin de definir la forma en que las personas menores de edad deban declarar ante los procesos penales, respetando el principio del interés superior del niño y la Convención.

3. Creación de Centros de Atención Primarias de salud para los bateyes

4. Apertura de espacios de recreación y deportes para los NNA y mejoramiento de las estructuras escolares.

5. Dotación de sistema funcional de agua potable para los bateyes.

5. Derechos y Libertades Civiles

5.1 Inscripción del nacimiento

La Ley 136-03 encarga al Consejo Nacional para la Niñez y la Adolescencia de gestionar la inscripción del nacimiento y la expedición del acta correspondiente al niño, niña o adolescente, en los casos en que sus padres, madres o responsables estén imposibilitados de hacerlo, ante el Oficial Civil correspondiente, con la previa autorización del Tribunal de Niños, Niñas o Adolescentes. Además, que la inscripción en el Registro Civil, así como la expedición del acta de nacimiento de niños, niñas o adolescentes, esté libre de impuestos, multas y emolumentos, con absoluta prioridad en la tramitación. 

Sin  embargo, pese a estas disposiciones, para el año 2002 existían en el país más de 63 mil personas menores de edad en escuelas públicas que carecían de actas de nacimiento. La encuesta de Indicadores Múltiples por Conglomerado (MICS) del 2001 de UNICEF, reveló que el 24.7% de niños y niñas menores de 5 años de edad no estaban registrados /as
. Se desconoce si los porcentajes incluyen los miles de niñas y niños de ascendencia haitiana nacidas /os en el país.

Otras fuentes aumentan el dato a más de un millón de dominicanos y dominicanas, entre un 24 y 30% se ubican en la zona sur del país
. Entre  1999 y el 2004, el 75% de la población contaba con acta de nacimiento, de los cuales el 82% se ubicó en las zonas urbanas y el 66% en las zonas rurales del país.
 Estas personas, mayores y menores de edad, se encuentran en un limbo legal por carecer de identidad jurídica, nacionalidad y apellidos como documento que garantice el disfrute de derechos humanos fundamentales.

Entre las dificultades encontradas para realizar los registros o declaraciones están: 

· falta de voluntad o negación del padre 

· falta de documentos de la madre 

· falta de recursos económicos 

· falta de documentos del padre 
· la exigencia de dinero en la gran mayoría de Oficialías de Estado Civil del país
El Centro Dominicano de Asesoría e Investigaciones Legales (CEDAIL), juntamente con otras ONGs, han realizado importantes esfuerzos para la obtención de actas de nacimiento, para el disfrute del derecho fundamental de los NNA que abre las puertas a los demás derechos.

5.2 Niños y Niñas de ascendencia Haitiana

Las personas de origen haitiano enfrentan obstáculos enormes para conseguir pruebas de la nacionalidad dominicana de sus hijos/as ya traten de inscribirlos puntualmente o recurran a una inscripción tardía. Incluso contando con la ayuda de profesionales del derecho, las dificultades del proceso se mantienen complicadas para conseguir los documentos necesarios a la declaración.  

En septiembre del 2005 la Corte Interamericana de Derechos Humanos emitió una Resolución de reparación e indemnización al Estado Dominicano, entre otros aspectos, de  adoptar las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra índole que sean necesarias para regular el procedimiento y los requisitos conducentes a adquirir la nacionalidad dominicana, mediante la declaración tardía de nacimiento, a las menores Dilcia Yean y Violeta Bosico por haber sido víctimas de violación al derecho al nombre y a la nacionalidad. A la fecha el Estado  ha cumplido con el pago de la indemnización y la entrega de las actas.

Organismos Internacionales de Protección de los Derechos Humanos, como el Comité de la CEDAW han dado su opinión al Estado.

5.3 Malos tratos.

Debido a que la violencia contra los niños, niñas y adolescentes está íntimamente ligada a la Violencia Basada en el Género, Intrafamiliar y Sexual, es conveniente introducir con este tema y habida cuenta que la violencia contra la mujer es un fenómeno social que las mujeres dominicanas experimentan desde temprana edad.

El fenómeno de la Violencia Basada en Género adquiere su expresión más ruda con la cantidad de feminicidos que suceden cada año en el país. Desde enero del 2001 a diciembre del 2005, 603  mujeres han sido víctimas de éste crimen. Los hijos e hijas son víctimas directas al quedar en la orfandad por el suicidio del padre feminicida después de dar muerte a la madre y en un porcentaje cada vez más alarmante, se convierten en víctimas directas de la violencia machista de su progenitor. La situación de éstos niños, niñas y adolescentes después de producido el hecho es incierta por no encontrar quién se haga cargo de su protección y muchos/as de ellos/as quedan a la disposición de otros familiares o de abuelos/as de avanzada edad y en condiciones precarias de subsistencia.

De acuerdo a un estudio realizado por una ONG, en nuestro país hay  sesenta mil niños, en edades de cero a catorce, que están en riesgo de ser dejado huérfanos en los próximos cinco años. Esto indica que uno de cada cincuenta niños en nuestro país corre el riesgo de quedarse sin padres. En la actualidad hay más de doce mil niños huérfanos.

En el año 2003, se  realizó una investigación al fenómeno del feminicidio en la ciudad de Santiago, en la que se recogió información sobre la condición de los hijos e hijas de las víctimas muertas. Los datos recogidos muestran que muchos de ellos/as experimentan separación de sus hermanos/as y del entorno físico al ser trasladado a otros lugares de residencia.

La mayoría de los niños y niñas huérfanos/as están viviendo con sus abuelas.  Al visitar las casas de los abuelos/as encargados/as de sus nietos/as se comprobó que muchas de esas personas mayores viven en condiciones de pobreza.  Además, en la mayoría de los casos los abuelos/as están a cargo de otros/as nietos/as.  Esa situación representa una alta vulnerabilidad de los/as huérfanos/as a sufrir de los aspectos de la pobreza, como malnutrición y la falta de oportunidad de terminar la escuela.
   

Los niños y niñas de madres víctimas de feminicidio mostraron una secuela de  efectos emocionales caracterizada principalmente por la tristeza (29%), depresión (10%), miedo (10%),  conductas mostradas en expresiones de rabia (5%), angustia (5%), agresividad (5%), falta de sueño (10%) y apetito 85%), entre otras.

Por otro lado, en el marco del “Proyecto de Promoción de los Derechos de los NN-Prevención del Maltrato”, otra ONG desarrolló  en las comunidades de San Juan, Barahona y Azua, ubicadas al suroeste del país, una investigación sobre el nivel de conocimiento que los Niños, Niñas y Adolescentes (NNA) tienen sobre sus derechos y el maltrato o abuso infantil
. Las conclusiones del estudio son las siguientes:

· El 33% de NNA encuestados/as en  las escuelas públicas de las provincias de Azua, Barahona y San Juan son abusados/as físicamente por parte de sus maestros/as. 

· El abuso físico a NNA se manifiesta en forma de jalones de orejas (21% de NNA) y golpes aplicados con las manos (34% NNA), la vara (33% NNA)  y la correa (25%),  sobre  las piernas y las cabezas de NNA (31% NNA). 

· El 50% de padres, maestros y tutores  de los NNA encuestados/as los/as maltratan o abusan físicamente de ellos/as. El 32% de NNA encuestados/as fue abusado/a en el último mes.  “…puedo darle golpes a mi hijo/a porque yo lo parí”. 

· El 30% (17% recientemente) de NNA  son maltratados/as psicológicamente por sus maestros/as y  el 37% por padres-madres, maestros/as o tutores/as con insultos, amenazas, comparaciones, ridiculizaciones, entre otros.

· Solo el 26% de NNA encuestados/as supo citar correctamente un derecho y sólo 20% pudo citar una situación de irrespeto o violación a sus derechos. Esto nos lleva a concluir que existe desconocimiento por parte de la población infantil encuestada de cuáles son sus derechos fundamentales. 

· Un 25% de padres, maestros y tutores se ha enterado de casos de abuso sexual a NNA. 

En otro orden, en las tres primeras semanas de enero del 2002,  se reportó un promedio de cinco casos de abuso sexual por día en Santo Domingo y en casi el 90% de las veces, las víctimas fueron niñas menores de doce años, agredidas por allegados a su casa. Del total de agresiones reportadas en enero del 2002 en la sección de Abusos Sexuales de la Policía Nacional, entre un 5% y un 10% fueron cometidas por familiares cercanos (incesto), mayormente por los propios padres de las menores de edad abusadas.

En el año 2003, doscientas veinte menores de edad fueron víctimas de violación sexual en la provincia Santo Domingo durante los meses de agosto a noviembre. La Fiscalía de éste distrito recibió 1,852 querellas y sometimientos por violencia intrafamiliar, de un total de 18,068 expedientes que entraron a los tribunales. La violación a menores de 17 años representa alrededor de 65% de los casos tipificados como violación sexual. 

En el año 2004, el mismo organismo  registró un total de mil 77 delitos sexuales contra niños, niñas y adolescentes, que incluyeron agresiones, violaciones, “seducciones”, incestos y otros. Estas cifras fueron consignadas en una investigación realizada por el Programa de Verificación de Denuncias de Abuso Sexual a través del Comisionado de Apoyo a la Reforma y Modernización de la Justicia.

En cuanto a la relación del agresor y la víctima se presenta en la mayoría de los casos los autores eran amigos, padrastros, cuñados, hermanos, novios, padres, primos, tías, vecinos, conocidos y desconocidos, profesores y hasta abuelos
.

Según declaraciones de la Procuradora General Adjunta y Coordinadora Nacional del Departamento de Niños, Niñas y Adolescentes, más de cuatro mil denuncias de abusos sexuales a menores dominicanos fueron presentadas en un plazo de nueve meses hasta agosto del 2004. Las víctimas de las agresiones sexuales tenían entre 5 y 13 años y el 80 % era de sexo femenino.

Consideramos que las indicadas cifras no reflejan la verdadera situación del sector infancia y familia que tienen derecho a protección especial. Los centros que atienden situaciones de violencia, maltrato y abuso sexual, indican que la demanda de la comunidad por atención es mayor de lo que los datos reflejan.
En el año 2004 un hecho que conmocionó la opinión pública nacional fue la denuncia de violaciones sexuales a 13 NNA en el Centro Ciudad de los Niños, ubicada en Higüey al sureste del país. Los NNA declararon los nombres de las personas violadoras y las formas como constantemente les violaban, sin embargo, por los hechos fueron condenadas una mujer de origen haitiano y una dominicana de origen humilde. A las protestas del pueblo de Higüey y del país entero, fueron encarcelados algunos sujetos más. Un grupo fue favorecidos con un Auto de No Ha Lugar emitido por el juez liquidador de Instrucción del Distrito Judicial de La Altagracia y las demás personas acusadas fueron enviadas al tribunal correccional por considerar que los delitos cometidos no eran graves. Otro caso similar de violación y maltrato ocurrió en el municipio de Esperanza en el norte del país y con Hogares Lubi en el centro de la capital.

La decisión judicial es un ejemplo manifiesto de la falta de preparación y desconocimiento de los derechos fundamentales de NNA contenidos en la Convención del Niño y en los diferentes tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el Estado. 
5.4 Niños, niñas y adolescentes que viven  y trabajan en la calle

Según los datos suministrados por la encuesta nacional de trabajo Infantil (Enti-2000), hay 436,000 niños, niñas y adolescentes que trabajan en Republica Dominicana que representan un 18% de los 2.4 millones de NNA entre los 15 y 17 anos. El 83% de estos NNA trabajadores(as) son victimas de la explotación, ya que realizan tareas peligrosas  no aptas para su edad en la agricultura, en el sector informal, en hogares de terceros.

El trabajo infantil les coloca en condiciones de precariedad, vulnerabilidad, expuestos(as) a maltratos policiales, violaciones sexuales y a las enfermedades de transmisión sexual como el VIH/SIDA. 

Algunos estudios realizados en el país dan muestra de la relación que existe entre la pobreza y la violencia de sus hogares origen
, asociada a una debilidad estatal en formular y ejecutar programas o políticas encaminadas a la reunificación familiar y a mejorar las condiciones de vidas
.

En una investigación realizada en las ciudades de Santo Domingo, Santiago y Barahona, el 58% de un total de 52 niños encuestados contestó que la razón por la que había abandonado su casa  ha sido por los maltratos que recibían y por las condiciones de pobreza. El 75% contestó que ha estado preso o detenido, 53.9% por delito de robo. El 69% ha estado preso o detenido por conductas violentas y por la comisión de robo
.

Al ser cuestionados sobre el tipo de trabajo que realizan el 31.6% contestó que se dedicaba a limpiar zapatos, un 18.4% a ventas ambulantes, otras respuestas fueron sexo por dinero y  mendigar. Más del 97% contestó que se dedicaba a realizar algún tipo de labor para vivir en la calle, sin embargo, al comparar el 75% que ha estado preso o detenido por razones de robo se podría comparar la relación de las dos categorías como medios de subsistencia.

En cuanto a los comportamientos asociados a la sexualidad, el 71% de los niños y niñas encuestados/as contestó que ha tenido relaciones sexuales y 29% dijo no haber tenido. Quienes admitieron haber tenido relaciones sexuales  un 16.2% había tenido relaciones con un compañero del mismo sexo. El 5.4% admitió haber tenido relaciones con una persona adulta, ya sea del mismo sexo o del sexo opuesto. Sin embargo, al cruzar la pregunta con otras categorías (compañero/a del mismo sexo o sexo opuesto y adulto o adulta) más del 43% admitió haber tenido relaciones sexuales con una persona adulta, lo que expresa las condiciones de vulnerabilidad a las violaciones y  la explotación sexual a la que están expuestos/as
.

Otras de las conclusiones de la investigación fue que el 78.6% ha tenido relaciones con más de dos parejas. De los que han tenido de dos a tres parejas, el 50%, nunca usaron condón en sus relaciones. El 48.6% de los que han tenido relaciones no usaron el condón la última vez que tuvieron relaciones sexuales. El comportamiento sexual de los niños, niñas y adolescentes denota un muy bajo comportamiento de percepción de riesgo en la manifestación de su conducta sexual, que podría ponerlo a expensas de las enfermedades de transmisión sexual, VIH/SIDA, además de las consecuencias sicológicas que  implica dicho comportamiento a esas edades
.

A toda ésta situación se agrega los maltratos a que es sometida esta población por agentes de la Policía Nacional sobretodo ante los intentos o comisión de robo o actos violentos.

Otras Instituciones, pioneras en respuestas educativas a niños, niñas en situación de calle y con presencia en varias provincias del país, han realizado levantamientos de datos para describir los modos de convivencias y riesgos de la población antes mencionada. Estas instituciones trabajan en coordinación con los Tribunales de NNA y Defensorías de Personas Menores con el interés de que sean preservados sus derechos humanos.

Sin embargo, desde el Estado se maneja el enfoque de preservar el orden y sacar de las calles la imagen de pobreza y arrabal. Como organismo encargado de promover el bienestar de la ciudadanía no toma medidas con el fin de prevenir y eliminar el número de niños, niñas y adolescentes que viven en situación de calle a través de una política general e integral de disminución y/o eliminación de la pobreza e inequidad social.

5.5  Trata y Tráfico de Niños, Niñas y Adolescentes.

En la República Dominicana es un hecho que existe la utilización de personas menores de edad en actividades sexuales a cambio de un pago económico o cualquier otro tipo de retribución y el involucramiento de personas menores de edad en trabajos que, por las condiciones en las que se realizan (largas jornadas laborales, salarios bajos o inexistentes, entre otras), dañan la salud, seguridad o integridad de los niños, niñas o adolescentes que los realizan.

Un estudio realizado para UNICEF y OIM
  sobre el tráfico de menores desde Haití a la República Dominicana, concluye que existe un tráfico ilícito de NNA hacia la R. Dominicana a través de redes organizadas para entrar al país de manera irregular, ayudadas de una persona traficante o “passeur” con la complicidad de los militares y policías en la frontera y la ayuda de transportistas privados y aunque es difícil cuantificar el flujo, se estima que solo de los tres departamentos del Norte de Haití hay más de 2,000 niños/as que cruzan la frontera anualmente.

Muchos de estos niños y niñas, ingresan en la República Dominicana y regresan a su país y familias de origen después de un cierto tiempo, pero un tercio de ellos/as permanecen aquí y pasan a ingresar en el sector informal o de trabajadores/as agrícolas que subsisten en condiciones de irregularidad migratoria, lo que dificulta el acceso a los servicios básicos y la integración efectiva a la sociedad. 

Desde que fuera promulgada la Ley 137-03 sobre Trata y Tráfico de Personas se conocen en el país 4 sentencias de condenación del tipo penal, dos de ellas han estado vinculadas a personas menores de edad.

Las diferencias en el desarrollo económico entre el campo en ciertas regiones del país y el de las ciudades, con la solicitud de mano de obra barata o dócil para que realice trabajos peligrosos o en condiciones inhumanas, oferta dirigida a menores y los valores culturales que fomentan la desigualdad entre hombres y mujeres, constituyen factores de riesgo presentes a la hora de la trata.

A esto se une el aumento de la industria basada en la venta de sexo que no repara en preferir a niños, niñas y adolescentes para burdeles o la realización de espectáculos sexuales y se representan con personas intermediarias y redes muy organizadas que han hecho de la trata, una actividad que les deja múltiples ganancias económicas. Todo esto es posible y hasta alentado por la inexistencia o la falta de sanciones penales adecuadas para las personas tratantes.

El problema de la trata y tráfico de NNA  es de reincidencia en los polos turísticos de nuestro país, donde el contraste de la pobreza local, se hace mucho más evidente frente al turismo de recreo que viene de los países del Norte.

La República Dominicana ha recibido sugerencias de organismos de Naciones Unidas al respecto.

Otros esfuerzos importantes se realizan desde las ONGs que componen el Consorcio NINA, las cuales han tenido permanentemente intervenciones puntuales con NNA que conviven en situación de calle y de abandono del Estado y hasta de sus familiares. Algunas, localizadas en Santo Domingo, reciben a NNA abandonados y les proporcionan alimentación, atención médica y apoyo psicológico. Un quinto de quienes reciben la asistencia son de nacionalidad haitiana.

5.6 Explotación sexual y Comercial

El Informe Nacional de Desarrollo Humano, Hacia una Inserción Mundial Incluyente y Renovada, 2005 del PNUD, analiza el abuso y explotación de los niños, niñas y adolescentes
, refiriendo que, si bien el abuso sexual comercial de niños, niñas y adolescentes están asociados a una minoría de turismo y son marginales, tiene una presencia importante en la imagen internacional de la Rep. Dominicana. 

Aunque el informe explica que no existe en la actualidad información actualizada sobre este tipo de crímenes a menores, un estudio de 1992 concluía sobre la existencia de modalidades de comercio sexual con menores y que para entonces en el país existían más de 25 mil niños/as entre 6 y 18 años, en explotación sexual y comercial
. En el mismo se entrevistaron a 322 menores de sexo femenino y 100 del masculino, con edades comprendidas entre los 12 y los 17 años. Una de las principales conclusiones de este estudio fue la existencia de diversas modalidades de comercio sexual con menores. Estas modalidades menos tradicionales los investigadores las clasificaron como neo-prostitución. En la “prostitución tradicional” se incluía la de las niñas y adolescentes en cabaret, prostíbulos y casas de cita
. 
En el año 2002, la OIT/IPEC publica la investigación: Explotación Sexual Comercial de Personas Menores de edad en República Dominicana, en la que se entrevistaron 118 menores, 56 varones y 62 mujeres, en las ciudades de Santo Domingo y Puerto Plata. 

De acuerdo a la investigación, existen hoteles y discotecas con clientela homo- y bisexual, principalmente turistas extranjeros de mediana edad y mayores, pero también clientes dominicanos, donde varones adolescentes de clases baja, media baja y media, son expuestos a la explotación sexual comercial, aproximadamente desde los 16-17 años. Algunos de ellos se presentan como bailarines nudistas (strippers), masajistas y fisiculturistas, que no sólo son buscados por hombres, sino también por mujeres
.

En el marco del proyecto Prevención y Eliminación de la Explotación Sexual Comercial de Personas Menores de Edad en Centroamérica, Panamá y República Dominicana, la OIT/IPEC realizó una investigación que  partió de una hipótesis de trabajo: el sexo con personas menores de edad y la ESC, en línea directa con la forma en que se construye y se vive la sexualidad masculina en el contexto de sociedades patriarcales. La investigación encontró, sobre la explotación sexual comercial, una alta tolerancia al sexo con personas menores de edad, sobre todo después de la pubertad, pues se tiene la idea de que esto es parte del ser masculino y de los derechos que los hombres tienen, a pesar de que pueda significar la anulación de los derechos de los niños, niñas y adolescentes…La expresión “No hay edades mínimas, hay cuerpos mínimos...” es una muestra clara de la concepción casi general que prevalece en la mayoría de estos hombres. 
,

La economía dominicana de los últimos 20 años ha dependido de las remesas, industria de zonas francas y del turismo. Este último ha sido promovido en el extranjero como el paraíso terrenal donde “todo se puede”. Es muy conocido el slogan en la promoción turística “no problem, Dominican Republic”. El Estado ha tenido su cuota de responsabilidad en las inconsecuencias que ha traído para la niñez dominicana el desarrollo turístico no sustentable.

La explotación sexual de personas menores de edad se sustenta en el irrespeto a su integridad física y emocional apoyada por un marco social de espalda a la vulnerabilidad de ésta población, en las influencias de los sectores económicos de la industria hotelera, en la irresponsabilidad del poder judicial y del Ministerio Público incapaces de iniciar investigaciones y sanciones contra las personas explotadoras y sus intermediarios. 

5.7 Explotación Laboral.

Una de las características sociales de mayor impacto en la vida de nuestros países Latinoamericanos y del Caribe es la explotación laboral a menores de edad; una práctica que viola directamente los derechos de la niñez y que en la República Dominicana se incrementa y organiza muchas veces frente a las mismas autoridades.

A través de la frontera entre República Dominicana y Haití se trafica con niños y niñas haitianos/as para fines de explotación laboral. El tráfico ilegal es organizado a través de redes organizadas de ambos países. Se estima que anualmente dos mil niños, niñas y adolescentes víctimas de trata cruzan la frontera con el consentimiento de sus padres y/o madres. Al llegar a la República Dominicana, viven en extrema condiciones de pobreza y vulnerabilidad. 

La investigación reveló que las redes están compuestas por traficantes haitianos (passeurs), chóferes o conductores de vehículos dominicanos y miembros del ejército también dominicanos, entre los cuales se reparten el pago realizado por los menores de edad.

La explotación laboral consiste en ubicar a niños, niñas y adolescentes menores de cinco años junto a mujeres para mendigar en las zonas urbanas de algunas ciudades o para ilustrar zapatos. Aquellos/as entre siete y doce años, se dedican al servicio doméstico y quienes tienen de doce a diecisiete años trabajan en la construcción.

La gran mayoría de éstos  niños y niñas regresan a su país después de cierto tiempo de trabajo. Al permanecer en el país se ven expuestos/as a problemas de estabilidad emocional y afectiva al carecer de apoyo emocional y vivir en ambientes hostiles, sumado a su condición de ilegalidad y pertenencia a determinada etnia.  
Se estima que unos 436,000 niños entre cinco y 17 años de edad son explotados laboralmente en la República Dominicana, y de ellos más de 160,000 trabajan en plantaciones agrícolas donde realizan labores propias de adultos, según declaraciones del programa IPEC de la OIT en el país.
.

De acuerdo al Programa OIT/IPEC, el Panorama Laboral 2004 concluyó que en la región existe una amplia inserción laboral de niños y niñas  y que un porcentaje importante de ellos se encuentra en trabajos por abolir, en la República Dominicana se encuentra con un 14%.

Los niños, niñas y adolescentes víctimas de la explotación laboral se dedican a los cultivos agrícolas, “buzos” en los vertederos, al trabajo doméstico en hogares de terceros, entre otros. 

El trabajo infantil doméstico en hogares de terceros es una de las principales manifestaciones de la explotación laboral que ocurre en la República Dominicana, su práctica se asocia a una concepción cultural de entregar a NNA para que se dedique a “ayudar” en las labores domésticas, el NNA recibe a cambio alimentación, vestimenta, educación, una cantidad mínima como salario, entre otros “beneficios”.

El estudio exploratorio sobre el trabajo infantil doméstico en hogares de terceros en la República Dominicana ¡Esto no es un juego!
, realizado en la ciudad de Santo Domingo y en Santiago, arrojó importantes informaciones sobre la magnitud de la situación, las características de los NNA que realizan esta actividad, sus familias de origen y la de sus empleadores/as.

De acuerdo a la investigación, de una muestra de 265,227 (85%) eran niñas y 38 (14%) niños,  más del 40% de los NNA objeto del estudio tenía entre 13 y 15 años de edad.

De acuerdo OIT/IPEC, la entrega de un hijo o una hija "en crianza", como se acostumbra a decir en República Dominicana, tiene como fundamento la pobreza y en algunos casos el abandono del padre o la muerte de la madre o de ambos. En ocasiones esta entrega expresa también el interés de la familia de origen de garantizar la continuidad de los estudios de su hijo o hija o de que pueda alcanzar un futuro que a todas luces no encontrará en la pobreza de su comunidad.

A pesar de las buenas intenciones de los padres e incluso de la familia que recibe al niño o niña, el estudio revela que el trabajo infantil doméstico está muy lejos de ser un camino hacia una mejor vida. Por el contrario, éste se caracteriza por: condiciones de explotación y peligro; carga de responsabilidades laborales que no corresponden a la edad, madurez y estado físico de los niños y las niñas; aislamiento o lejanía de los lazos afectivos con su familia de origen.
Los(as) trabajadores(as) infantiles domésticos(as) están expuestos con frecuencia al maltrato físico, sexual o emocional; a la invisibilización y desvalorización tanto de su aporte laboral a los hogares empleadores como de su aporte económico a sus hogares de origen; a extensas jornadas de trabajo; a la negación a su derecho a la educación, descanso y recreación; así como a un alto riesgo de accidentes laborales y de morbilidad crónica desatendida.

Esta situación se agrava de forma particular en el caso de las niñas y las adolescentes, las cuales constituyen la mayoría en esta actividad, al ser expuestas, por razones de género, a situaciones de mayor vulnerabilidad y menos acceso a futuras oportunidades de desarrollo profesional.

Los principales hallazgos del estudio que dice que las niñas son las más afectadas son los siguientes:

· En Santo Domingo, el 41.4% de los(as) trabajadores(as) infantiles domésticos(as) ven a su familia “de vez en cuando” y 2.6% nunca tienen contacto con su familia de origen. Así, a la falta de vínculos con familiares, se unen los maltratos verbales y la ausencia de apoyo moral.

· La Encuesta Nacional de Trabajo Infantil del 2000 estima que existen en República Dominicana más de 48,017 niños y niñas trabajadores infantiles domésticos (TID).

· En Santo Domingo, más del 60% de los TID provienen de las provincias más pobres siendo San Juan la de mayor peso (20.3%).

· Aunque el acceso de los TID a la escuela es alto (91% en Santo Domingo y 95% en Santiago), en esta primera ciudad el 58.1% lo hace en horario escolar nocturno.

· Más del 22% de las TID en Santo Domingo y 48% en Santiago, afrontan dificultades en el ámbito educativo: falta de libros y materiales, repitencia de grado y falta de tiempo para realizar las tareas.

· Los(as) trabajadores(as) infantiles domésticos(as) sufren fuertes restricciones al ejercicio de su derecho a la recreación, pues durante el fin de semana continúan haciendo trabajo doméstico: 19.8% en Santo Domingo y 46.2% en Santiago.

· En Santo Domingo, las labores domésticas más reportadas son: limpiar (94.8%), lavar ropa (63.4%), fregar (92.4%), hacer mandados (86.6%), barrer (88.4%) y botar basura (72.7%).Con una frecuencia  menor, pero significativa, fueron mencionadas las labores de cuidar niños (45.9%), cocinar (50.6%), planchar (33.7%) y buscar agua (28.5%).

· En Santo Domingo, sólo el 33.7% recibe remuneración monetaria. En Santiago, el 68.8% recibe ingreso, pero este es siete veces menor que el salario mínimo.

· Los problemas de salud más reportados fueron dolor de espalda (31.2%), caídas (24.1%), cortaduras, (18.2%) y quemaduras (10.6%).  

· En Santo Domingo el 65% de los TID tiene menos de 15 años; en Santiago el 67.7% tienen menos de 13 años y el 23.7% tiene entre 13 y 15 años.

· El estudio reveló que el 30% de los TID trabajan más de 12 horas diarias.

· El 66% de los TID duermen en el lugar de trabajo.

· En cuanto al salario, la información obtenida indica que el 53% de los TID no reciben paga o la guarda el empleador.   

El Estado, con el acompañamiento del programa OIT/IPEC realiza esfuerzos para sacar a los NNA de ésta situación a mejorando las condiciones de vida de sus familias. De acuerdo al Programa para la Erradicación de las Peores Formas de Trabajo Infantil, unos 26 mil 79 niños, niñas y adolescentes han sido rescatados de las del trabajo infantil o apoyados para no recaer en esa práctica, desde 1996 hasta el presente año 2006.

El Comité CEDAW de Naciones Unidas se ha pronunciado sobre el alto índice de trabajo infantil en el país. 

El Comité sugirió al Estado continuar con las medidas para eliminar el trabajo infantil: urge al Estado parte a continuar los esfuerzos por erradicar el trabajo infantil, apoyar la educación como medio para incrementar las posibilidades de empoderamiento en el futuro de todos esos niños y niñas y a asegurar el claro entendimiento y efectivo cumplimiento de la edad mínima de trabajo, así como eliminar de las estadísticas oficiales sobre la fuerza laboral los datos sobre trabajo infantil.
Es importante destacar que el trabajo realizado por el programa IPEC/OIT ha sido acompañado por varias ONGs, las cuales han desarrollado junto al IPEC un programa con el fin de extraer a NNA que realizaban trabajos domésticos en hogares de terceros a través de talleres se sensibilización con sus madres. 

5.8 Recomendaciones

1. Continuar con el desarrollo de programas que doten a personas menores de edad y adultas de sus actas de nacimiento; evitando el cobro de dinero para el otorgamiento de las mismas.

2. Desarrollar amplias campañas de respeto a la integridad física de niños, niñas y adolescentes con el fin de evitar el maltrato físico como parte de la cultura disciplinaria y eliminar el alto índice de maltrato, violaciones sexuales e incesto.

3. Desarrollar campañas para la eliminación del trabajo infantil en hogares de terceros.

4. Crear un sistema estadístico sobre el número de niños, niñas y adolescentes en conflicto con la ley y sometidos al sistema judicial.

5. Incluir en el próximo censo nacional la cantidad de niños, niñas y adolescentes haitianos/as que se encuentran en el país.

6. Editar versiones populares de la Convención del Niño  con lenguaje sencillo y de fácil comprensión a la población en general.

7. Promover el turismo sostenible desde una perspectiva de protección y promoción de los Derechos de las nuevas generaciones, haciendo hincapié en los sectores mas vulnerables,

8. Destacar en las promociones turísticas internacionales del país, las sanciones penales contra la explotación sexual infantil.

9. Mejorar las capacidades institucionales para la prevención, atención y la vigilancia judicial del maltrato, del abuso y de la explotación sexual comercial.

6. Entorno familiar y otro tipo de tutela

La región de América Latina y el Caribe presenta las mayores desigualdades del mundo en la distribución del ingreso, “el 40% de la población más pobre recibe el 10% de los ingresos totales y el 20% de la población más acomodada recibe más del 60% de éstos, una realidad común a los países de la región, apoyada en factores históricos y estructurales comunes
. 

En Europa las mujeres representan el 52.4% del total de emigrantes internacionales y se desplazan cada vez más de forma autónoma para incorporarse a la fuerza laboral de los países receptores, y no como dependientes de los hombres emigrantes. Las dominicanas entran en estas estadísticas. 
Teniendo en cuenta que la República Dominicana es uno de los países de la región con mayores índices de migración, la figura tutelar varía y hay un alto porcentaje de NNA que a la partida de su madre, quedan en familias ampliadas de jefatura femenina, con abuelas, tías y hasta vecinas. 

Magali Pineda, socióloga dominicana, dice que en República Dominicana hay pueblos, en el suroeste del país, donde las edificaciones tienen "el sello" de las emigrantes. Un ejemplo de ello es que en la ciudad de San Juan de la Maguana hay un barrio llamado “el barrio de las holandesas”. Otro fenómeno social es el que se produce en  Vicente Noble y Tamayo donde se suele decir: "Es un pueblo sin mujeres: ellas trabajan fuera y ellos beben cerveza y charlan". 

República Dominicana tiene estadísticas precarias, pero la simple observación y el reflejo que de la realidad que ofrecen los diarios dan cuenta de que en las "yolas", barcazas nada seguras, que cada día salen cargadas de personas hacia Puerto Rico, viajan como promedio, un 15 por ciento de mujeres, algunas con sus hijos pequeños.

Con todo este fenómeno de la migración se constata que las mujeres sobrepasan  la migración masculina, por lo que son las que mantienen a las familias que dejan en el país, y sus hijos e hijas quedan a cargo de abuelas, tías, familiares y hasta vecinas, mientras ellas preparan el regreso o la manera de llevárselos a país receptor. Desde sus destinos, las emigrantes dominicanas son proveedoras fieles, pero en sus hijos e hijas, se producen alteraciones que llevan al plano local y familiar muchos cambios y esos niños, niñas y adolescentes que quedan a cargo de alguien, lo hacen a riesgo de desertar en sus estudios, escaparse a la calle y tratar de suplir el vacío de afecto y dirección en que les dejan.


El costo de enviar dinero a casa varía considerablemente según país y método utilizado, pudiendo llegar a representar una pérdida significativa para el/la emigrante y su familia.  Por ejemplo, el BID estima que el costo total del envío de remesas hacia América Latina y el Caribe representó en el 2002 en torno a un 12.5% del valor total de las remesas en la región. 

Uno de los pocos estudios que analizan el envío de remesas desde una perspectiva de género llegó a la conclusión de que las mujeres emigrantes dominicanas envían más remesas a sus familias que los hombres emigrantes dominicanos.  Se estima que el 55.1% de las remesas recibidas por las personas encuestadas en la investigación fueron enviadas por mujeres, mientras que el 44.9% habían sido enviadas por hombres.

El fenómeno de la migración de las dominicanas, cruzado con los altos índices de jefatura de hogar femenina, indica la indiferencia del Estado hacia el exceso de responsabilidad de las mujeres en este país. No se promueven políticas de paternidad responsable ni se cuantifican siquiera, los aportes maternos a la sobrevivencia de un buen número de NNA que no reciben suficiente protección de sus familias y mucho menos del Estado.

A la caracterización de familias con una persona emigrante en el extranjero, se suma el índice de violencia doméstica y femenicidios reportados en el país, así como los maltratos físicos, emocionales, sexuales e incesto ocurridos en el ámbito familiar. Tales datos encuentran explicación, pero no justificación, en el aumento de la explotación sexual infantil y en el número de NNA que viven y trabajan en las calles.

7. Salud Básica y Bienestar

La situación de pobreza extrema en que vive más de la mitad de la población dominicana se refleja en algunas cifras sobre la condición de salud y bienestar de los niños y niñas.

En el período comprendido entre el 1995-2004 se registró
:

· 10% de niños/as con menos de 6 meses de edad recibieron lactancia exclusiva.

· 41% con edades entre 6 y 9 meses recibió lactancia con alimentos complementarios.

· 16%  entre 20 y 23 meses de edad recibió lactancia continuada.

· 5% con menos de 5 años de edad padeció insuficiencia ponderal moderada y grave.

· 1% menor de 5 años de edad padeció insuficiencia ponderal grave.

· 2% con menos de 5 años de edad padeció emaciación moderada y grave.

De acuerdo al Informe valorativo del daño para la República Dominicana, Déficit Vitamínico y Mineral, publicado por Micronutrient Initiative y UNICEF,
alrededor del 15% al 20% de los niños dominicanos crecen con baja inmunidad, lo que les conduce con frecuencia a tener una mala salud y a un crecimiento pobre. Cada año, aproximadamente 1.000 niños dominicanos corren el riesgo incrementado de morir en el período inmediatamente anterior o posterior al nacimiento (período perinatal), a causa de la anemia severa en las madres y se dan alrededor de 400 defectos severos de nacimiento anuales, entre los que se incluyen la parálisis infantil, un coste adicional que recae sobre la seguridad social, el sistema educativo y las familias que cuidan a los niños que han quedado discapacitados o mentalmente dañados.
7.1 Salud, servicios sanitarios y vacunación.

De acuerdo a UNICEF, para el año 2004 el 95% de la población usa fuentes mejoradas de agua potable, el 81% usaba instalaciones adecuadas de saneamiento en el área urbana y 73% en el área rural.

En cuanto a la inmunización, en el año 2005, el 65% de las vacunas reguladas fueron financiadas por el país. El 99% de los niños de un año fueron vacunados contra TB, vacunas correspondientes BCG; el 77%  contra DPT, vacuna correspondiente DPT3; el 73% contra polio, vacuna correspondiente polio3; el 99% contra sarampión; el 77% contra Hepb, el 77% contra Hib.

En el período 1999-2005  existía un 20% de menores de cinco años con sospecha de neumonía. En el mismo período 63% de los casos con sospecha fueron conducidos a un proveedor de atención de la salud. En el período 1998-2005 42% de niños menores de 5 años con diarrea recibieron rehidratación oral y alimentación continuada.

7.2 Embarazos en adolescentes.

La fecundidad ha disminuido en nuestro país, de un 3.8 para el 1995 a un 2.9 en el 2002, como resultado de un mayor acceso a los métodos anticonceptivos que arroja la cifra de que un 70% de las mujeres dominicanas en edad fértil, usa anticonceptivos. Para el año 2002, el 46.8% de las mujeres en pareja, unidas o casadas, estaban esterilizadas.
Sin embargo, el embarazo en adolescentes, sigue siendo un problema de peso en este país.

El 24% de las adolescentes dominicanas entre 15 y 19 años es madre o está embarazada
, una de las más altas de la América Latina.

Cada 80 minutos una adolescente da a luz en la Maternidad Nuestra Señora de La Altagracia donde diariamente se registran 70 partos, de los cuales 18 corresponden a menores, de acuerdo a datos de la Unidad de Adolescentes Embarazadas, 996 menores dieron a luz  en esa maternidad en los dos primeros meses del año 2004. En 2003 se registraron en la maternidad de La Altagracia 23,728 partos; 6,148 fueron de adolescentes, equivalente al 26 por ciento, indicó el director de ese centro de salud. Señaló que los partos vaginales en adolescentes en 2003 fueron 4,813 y por cesáreas, 1,296. En consultas fueron atendidas 4,800 menores. Los meses de mayor nacimiento en esa maternidad son octubre y noviembre, cuando se ha llegado a registrar 125 nacimientos en un día. 

Para las adolescentes que se embarazan estando aún en la escuela, las cosas son más difíciles ya que son obligadas a abandonar los estudios y aunque es contrario a la ley, la presión de la comunidad escolar es tan grande que la joven futura madre se ve obligada, en el mejor de los casos a pasar al turno de la noche, o a postergar su formación y muchas veces, a dejarla trunca.  En el caso del varón no sufre la misma consecuencia, permaneciendo en su programa de estudios.


El embarazo precoz, la maternidad en adolescentes y el alto índice de menores que se encuentran ejerciendo la prostitución han pasado a ser, junto con los abusos contra niños y niñas indefensos/as y la pobreza, parte de los problemas sociales de mayor preocupación para los diferentes sectores de la nación.

7.3 Niños, Niñas y Adolescentes afectados por el VIH/SIDA

De acuerdo a UNICEF se estima que alrededor de 23 mil mujeres con edades entre 15 y 49 años viven con el VIH/SIDA. En esa misma condición se encuentran alrededor de 22 mil niños y niños y niñas con edades entre 0 y 14 años.
 Se calcula que un 2,2% del total de la población son seropositivos, de los cuales 5.120 son menores de cinco años. Del 3% de la población infectada por el virus del VIH-SIDA, un 2% está conformado por personas que tienen entre 15 y 29 años de edad
. 

Se estima una tasa de 3.6 el número de niños con edades de 0 a 14 años infectados con VIH para el año 2005. El país no cuenta con datos que reflejen el porcentaje o estimado de mujeres embarazadas que padecen el VIH/SIDA ni de niños y niñas huérfanos por la muerte del padre y/o la madre debido a ésta enfermedad.
 En otro orden, muchos casos de VIH/SIDA no son reportados a las autoridades por miedo a la discriminación social, y porque no sienten la esperanza de que el Estado hará frente a su situación particular.

Con el interés de contribuir a prevenir el contagio se desarrolla un programa de prevención, dirigido a fomentar valores y actitudes positivas en los jóvenes frente a la sexualidad. El trabajo se desarrolla en 38 barrios del Distrito Nacional, Santiago, San Francisco de Macorís y San Juan de la Maguana. Incluye no sólo la entrega de información sobre el embarazo en la adolescencia, el peligro que entrañan las drogas y las enfermedades de transmisión sexual, sino una recomendación oportuna: posponer la primera relación sexual hasta los 24 años
.

7.3 Niños, Niñas y Adolescentes con discapacidad
.

El VIII Censo Nacional de Población y Vivienda realizado en el año 2002 revela que aproximadamente unas 400 mil personas residentes en territorio dominicano, un 5% de la población total, están afectadas por algún tipo de discapacidad, de las cuales unas 56 mil (14.4% del total de personas con alguna discapacidad) son niños, niñas y adolescentes entre 5 y 19 años de edad.

En relación a la educación, existe una demanda potencial no satisfecha de educación para población con Necesidades Educativas Especiales asociadas a diferentes tipos de discapacidades, los datos del Censo Nacional de Población realizado en el 2002, evidencian que con la excepción de tres provinciales (Elías Piña, San Juan y San José de Ocoa), más del 60% de la población con alguna discapacidad asiste a un Centro Educativo.

No obstante, el nivel de asistencia escolar de este grupo de población es sustantivamente menor que el de la población total en las mismas edades que asciende a un 83% para el total país vs. 64.3% para los y las que  tienen algún tipo de discapacidad.

Igual comportamiento se observa en los niveles deserción escolar. Mientras apenas el 7% de la población total entre 5 y 19 años que al momento del Censo no asistía a ningún Centro Educativo pero había asistido a la escuela en algún momento, entre los que tienen alguna discapacidad más que se triplica (26.1%). 

Los datos presentados en el estudio mencionado, revelan que independientemente del tipo de discapacidad, la población más afectada es la de mayor edad, aunque se observan diferencias importantes en el comportamiento por edad de las personas con discapacidades intelectuales y del habla, y mientras la población con discapacidades del habla se encuentra mayormente entre los 5 a 14 años, las personas con discapacidades intelectuales son más frecuentes entre los 10 y 39 años. De igual manera cabe señalar que la población infantil es la que representa el menor porcentaje de personas con discapacidades físicas, intelectuales, visuales y auditivas.

De acuerdo a las personas entrevistadas para la realización del informe, desde la creación del Consejo Nacional sobre Discapacidad (CONADIS) se manejaron mal los recursos que fueron otorgados por la Ley 42-2000 y “aunque se aprobaron exoneraciones para personas en condiciones de discapacidad, se nombraron a algunas personas envejecientes y otras con discapacidades, las acciones fueron clientelistas y no se trabajó la línea de la autoestima y el desarrollo”. Al decir de estas personas, el dinero no faltó, ya que se aprobaron 37 millones de pesos para la gestión, sino que la partida fue mal manejada. 

De acuerdo a las personas entrevistadas, existe la creencia de que solo el CONADIS tiene el gran compromiso y no se toma en cuenta que debería ser un deber de la ciudadanía, conjuntamente con el sector privado, ya que el gobierno y el CONADIS no pueden actuar solos. Reconocida por las diferentes instituciones, ha sido difícil iniciar una administración por la carencia de planes elaborados y la forma en que se le entregó la institución, sin ningún tipo de recursos, deterioro de equipos e inexistencia de los equipos necesarios. Resaltan la función rectora del CONADIS, para diseñar las políticas oficiales para el sector, sin embargo, reconoce que para eso se necesita que el Estado asigne más  recursos.

En el CONADIS  en el período que cubre este informe se dedican a la atención directa, por medio de programas de atención y rehabilitación y muy poco o casi nada, inciden. Son instituciones que no gravitan todavía, de manera relevante en la agenda inclusiva del desarrollo. 

Entre los retos del CONADIS han de ser  la fiscalización del cumplimiento de la normativa vigente  y la formulación de políticas públicas, orientadas a erradicar la pobreza y mejorar la calidad de vida de las personas con discapacidad. 

En la República Dominicana faltan datos concretos que perfilen a las personas con discapacidades y aunque los porcentajes internacionales se asumen, es probable que las cifras aumenten si se tienen en cuenta la crisis económica permanente, los índices de pobreza en progreso y de exclusión social, la vulnerabilidad ante los fenómenos climáticos, entre otras precariedades. En las escuelas no hay condiciones de accesibilidad y los maestros tampoco están capacitados para atenderlos.

7.4 Recomendaciones

1. Promover mayor integración de niños, niñas y adolescentes con alguna discapacidad a los programas de atención integral.

2. Habilitar las estructuras físicas de los centros de enseñanzas para que permitan no solo el acceso de niños, niñas y adolescentes con alguna discapacidad sino facilitarles internamente su movilidad y desempeño.

3. Aumentar el número de maestros/as en las escuelas públicas entrenados/as para la enseñanza a éste tipo de población.
4. Aumentar el presupuesto nacional de educación, prestar mayor capacidad y formación a maestros y maestras  y mejorar la calidad de la educación especial.
5. Implementar programas específicos para atender a la población con discapacidad desde donde se promueva la equidad, la calidad de los servicios y proporcionar protección financiera y ofrecer programas de integración laboral y  se fortalezca el programa de Educación Especial.
8. Educación

8.1 Datos Nacionales de la Educación

El futuro de la República Dominicana, como país y como nación, transita por un sendero que lleva a un destino incierto: las grandes mayorías de niños y niñas hijos de familias pobres y marginadas no completan el ciclo de la educación básica y por diversas razones abandonan la escuela previamente. 

La inversión estatal en el área de la educación es una de las más bajas de América Latina y del Caribe en relación al producto interno bruto
. Esto no fuera tan preocupante si los resultados no fueran tan dramáticos: solo el 50% de los niños y niñas que inician la educación básica alcanzan el 4to curso, solo el 22% completa su ciclo básico de 8 cursos y solo el 10% completa el nivel secundario. 

La falta de espacios en las escuelas, la baja calidad de la educación, el trabajo infantil, indiferencia de los padres, la falta de un ambiente estimulante y motivador en las familias de los estudiantes y en las escuelas, entre otros factores, incide los altos niveles de repitencia (7%), la deserción (8%) y la sobre edad (22%) que se observa en las comunidades rurales del país
. Además, el 13% de los niños/as no asisten a la escuela por diversas razones.

EDUCA una fundación de la sociedad civil formada para llamar la atención sobre el futuro de la educación en la República Dominicana, con el aval de la SEE, realizó un monitoreo de 955 escuelas. Sus resultados fueron: 

· Solo 737 escuelas estaban abiertas, el resto, 22%, estaban cerradas.

· Las razones para que las escuelas estuviesen cerradas al momento del monitoreo fueron: huelga de profesores, reuniones de profesores, lluvias, reuniones del Distrito Escolar, entre otras.

· Al momento del monitoreo se identificó un 77% de asistencia de los estudiantes y un 97.3% de los profesores.

· Además, en las últimas 4 semanas previas al monitoreo, el 44.2% de los estudiantes y el 50.3% de los profesores faltaron a clase por lo menos un día. 

· Para los alumnos, las razones fueron: enfermedad (37.6%), sus padres no lo enviaron a la escuela (19.3%), por su propia decisión (14.9%) y por estar trabajando (10.3%). 

· El día viernes se identificó como el día de menor asistencia escolar, tanto por parte de alumnos como de profesores.

En cuanto al uso del tiempo durante la jornada escolar, se registró que el 81% de las escuelas dedica a clases entre 2 y 3.5 horas por día. Específicamente, un 29.7% dedica entre de 3 y 3.5 horas., un 28.2% entre 2.5 y 3 horas y un 23.1% entre 2 y 2.5 horas.  Vale destacar que un 16.9% usa en clases menos de 2 horas y sólo un 2.2%, 3 horas y media o  más.

De acuerdo a la Oficina Nacional de Estadísticas el 63.5% de la población con edad entre 15 y 19 años ha iniciado y terminado la primaria. La tasa neta de matrícula en la educación primaria es de un 91.3%. La tasa de alfabetización en la población entre 15 y 24 años es de 95.9%. El 91.3%  de niños y niñas con edades entre 6 y 13 años se encuentran matriculados/as en la educación primaria. 
El año escolar 2004-05 se inició con una matrícula de 2,592,997  estudiantes   en los niveles inicial, básico y medio. El país cuenta con 13,274 centros públicos de educación
. Del total de estudiantes, 2,076,823 pertenecen al sector oficial. El sector privado llevó a las aulas 470,010 estudiantes distribuidos en los tres niveles escolares, según el Departamento de Estadísticas de Educación
.

De los niveles de educación el que más estudiantes matriculados tiene es el de básica, con 1,814,753; mientras que 245,411 estudiantes fueron a las aulas de inicial. En el nivel medio están inscritos 532,833.
 

La Secretaria de Educación admitió que de los 13,274 centros públicos en el país,  477 planteles  ameritaban reconstrucción urgente, además que había falta de mobiliario en las escuelas.

Estudiantes de buenas condiciones económicas tienen más acceso a las becas académicas que concede el gobierno que los de escasos recursos, algo que está creando preocupación entre las autoridades, según palabras de la Secretaria de Educación Superior, Ciencia y Tecnología, licenciada Ligia Amada Melo, quien atribuyó esa diferencia al hecho de que los estudiantes pobres tienen inseguridad y no creen que realmente van a ser tomados en cuenta para una beca, pese a tener los índices académicos requeridos
.

8.2 Recomendaciones

1. Aumentar la cobertura en la educación básica para evitar que una proporción significativa de infantes sean excluidos /as del sistema escolar y evitar que las nuevas generaciones tiendan a reproducir el círculo vicioso de la pobreza e inequidad social.

2. Mejorar la calidad de la educación, enfrentando los problemas directos de la lecto-escritura, sobre-edad, disminuyendo la repitencia y dotación de metodologías innovadoras a los maestros y que sea mas incluyente.

3. Aumento urgente del presupuesto   

4. Construir más escuelas a nivel nacional sobre todo en las zonas rurales y velar por una mejor administración y gestión.

5. Crear programas adecuados y lugares para la recreación familiar.

6. Fortalecer los programas de promoción y desarrollo del deporte y la recreación escolar.

9. Medidas Especiales de Protección

La Coordinación Nacional de Niñas, Niños y Adolescentes de la Procuraduría General de la República y la Dirección del Centro de Atención Integral de Adolescentes en Conflicto con la Ley, implementan un programa de incentivo a los adolescentes que están en calidad de internos de dichos centros.

El programa persigue premiar a los internos que mantienen una buena conducta, en el cumplimiento de las penas impuestas. En el programa participan adolescentes con edades comprendidas entre los 13 y 17 años y se realiza en coordinación con la Secretaría de Deportes.

La Coordinación Nacional de Niños, Niñas y Adolescentes de la Procuraduría General de la Republica y la Dirección Nacional de Control de Drogas, han realizado cursos para capacitar gradualmente a representantes del Ministerio Público que trabajan en la defensa de los niños, niñas y adolescentes. El curso-taller, persigue dotar a los fiscales adjuntos de las herramientas necesarias, para la mejor práctica de sus labores frente a los violadores y abusadores de menores y adolescentes.

La Procuraduría General de la República, a través de la Dirección Nacional de Atención a la Víctima, puso en funcionamiento en el sector Los Castellanos de la ciudad de Santo Domingo, una unidad para dar tratamiento ambulatorio y seguimiento a los niños, niñas, adolescentes y familias afectados por violencia. Su objetivo fundamental es brindar asistencia psicológica, social y médica a las personas menores de edad y sus familiares.  La Unidad está conformada por un equipo de cuatro psicólogos, dos médicos generales y dos trabajadores sociales.  Con la apertura de éste centro se busca dar garantías, de que las personas víctimas de cualquier tipo de violencia recibirán una atención integral y humana. El centro labora en horario corrido de 8:00 de la mañana a 5:00 de la tarde. 

Conclusión y Recomendaciones finales

Con la promulgación de la Ley 136-03, que instituye el Código Para el Sistema de Protección y los Derechos Fundamentales de los Niños, Niñas y Adolescentes, la República Dominicana dio un paso de avanzada en el reconocimiento de los Derechos Humanos de las personas menores de edad. Desde el Estado se ha  invertido en la capacitación de jueces y juezas y el Ministerio Público, y se han construido estructuras físicas donde funcionan los tribunales encargados de aplicar la ley.

El Estado desarrolla programas encaminados al desarrollo integral de las personas menores de edad ubicado en sectores de la educación, la salud, la recreación y el deporte, entre otras áreas. Sin embargo, a pesar de las iniciativas tomadas por el Estado para mejorar las condiciones de vida de la niñez dominicana, los datos estadísticos muestran una marcada separación entre la realidad y el disfrute de los derechos humanos fundamentales.

En otro orden, el diseño de políticas públicas integrales, evaluables, de alcance nacional y con debidas asignaciones presupuestarias están ausentes de la agenda estatal. Tales observaciones fueron dadas por el Comité del Niño en ocasión de la presentación del Primer Informe de País.

La vigilancia de datos sobre el número de NNA en conflicto con la ley, víctimas de delitos, en especial de maltrato, número de sentencias sancionadas, reparaciones a las víctimas y de aspectos concretos relativos a la implementación de la Convención no se reflejan en las estadísticas nacionales. 

La divulgación de la Convención sobre los Derechos del Niño  ha sido tímida y es poco conocida por la población en general. Se requiere mayor difusión de la misma que incluya a las personas menores de edad.

Las organizaciones no gubernamentales desarrollan programas en contra de la discriminación de las niñas, Ninos y adolescentes, pero se requiere de políticas integrales de desarrollo humano y de nuevas ideas y experiencias para enfrentar la pobreza y la exclusión social , en los servicios básicos de salud, educación, participación, vivienda. Además de  garantías judiciales efectivas, coordinación con la sociedad civil y adecuar presupuestos para el desarrollo de las políticas.

Las voces a gritos de las niñas, niños y adolescentes es que el Estado  tome en cuenta sus propuestas para detener la  violencia en las familias, en el ámbito de la escuela, en las calles, en los medios de comunicación ejercer mas control y en las instituciones, especialmente en la policía.

Es urgente priorizar: 

a. La creación y funcionamiento de las Juntas Locales de Protección y Restitución de Derechos por parte de CONANI.
b. La incorporación sistemática al Directorio de CONANI del análisis  y propuesta para el diseño de políticas sociales básicas, asistenciales y de protección. 

c. El someter al Directorio el análisis y discusión del presupuesto público para ejecución de políticas a favor de los derechos de la niñez y adolescencia, y evaluación y monitoreo de planes sectoriales.

d. Coordinación intersectorial de los órganos del sistema a corto y mediano plazo.
e. Formación y capacitación de recursos humanos en materia de protección integral, sobre los aspectos fundamentales de los principios del CDN sobre los derechos del niño y la formación para planificación y acción estratégica de protección universal y especial conforme a los roles de los órganos del sistema.

f. Creación de  estructuras reales que faciliten la participación de los NNA en todo los aspectos que conciernen a su desarrollo humano integral.

g. Realización de investigaciones rigurosas sobre la realidad de las niñas, niños y adolescentes en la República Dominicana.

h. Construcción de capacidades institucionales para la prevención, la atención, vigilancia judicial del maltrato, abuso y la explotación sexual comercial, siempre acorde con marco jurídico de la ley 136-03.
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